
Señores  

JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL BECERRIL – CESAR  

E.     S.     D. 

 

ACCIONANTE: FUNDACION SOCIAL SAN JOSE DE BECERRIL 

ACCIONADO: ALCALDIA MUNICIPIO DE BECERRIL, JUNTA DE ACCIÓN 

COMUNCAL DEL BARRIO SAN JOSE - JHON MARIO RAMIREZ - PERSONERIA 

MUNICIPAL DE BECERRIL.  

RADICADO: 200454089001-2023-00077-00 

 

ASUNTO: IMPUGNACION DE FALLO DE TUTELA NOTIFICADO EL DIA 20 

DE ABRIL DE 2023. 

ELIZABETH BALLESTERO MEJIA, identificada como aparece al pie de mi 

correspondiente firma, actuando como representante legal de la  FUNDACION 

SOCIAL SAN JOSE DE BECERRIL registrada bajo el NIT 824.001.249-0, 

JORGE ELIECER LEMUS HERRERA mayor de edad, identificado como aparece al 

pie de mi correspondiente firma, acudo a usted con el debido respeto haciendo 

uso de lo establecido acudo a  usted con el debido respeto haciendo  uso de lo 

establecido por el Decreto 2591 de 1991, Art. 31, impugnar el fallo notificado el 

día  20 de abril de 2023, a fin de que se revoque y se tutele el DERECHO A LA 

IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, A UNA ADECUADA ACCESIBILIDAD 

Y MOVILIDAD, A LA PROTECCIÓN ANTE SITUACIONES DE RIESGO, AL 

IGUAL RECONOCIMIENTO COMO PERSONAS ANTE LA LEY, AL ACCESO A 

LA JUSTICIA, A LA LIBERTAD Y SEGURIDAD, A LA INTEGRIDAD 

PERSONAL, DIGNIDAD HUMANA afectado por la ALCALDIA MUNICIPIO DE 

BECERRIL, PRESIDENTE JUNTA DE ACCIÓN COMUNCAL DEL BARRIO SAN 

JOSE - JHON MARIO RAMIREZ - PERSONERIA MUNICIPAL DE BECERRIL. 

según los siguientes:  

Mediante fallo de tutela de fecha jueves 20 de abril de 2023 notificado por correo 

electrónico manifiesta en su parte resolutiva lo siguiente: 

 

Cabe resaltar y sorprende las manifestaciones en la parte considerativa que se 

tuvieron como funadamento para negar los derechos vulnerados, por lo que 

solicitamos que el superior revise la decisión de primera instancia y la revoque, 

teniendo en cuenta lo siguiente: 



 

➢ PRIMERA OBJECION AL FALLO QUE DISPUSO LO SIGUIENTE:  

 

En sus consideraciones la ALCALDÍA DEL MUNICPIO DE BECERRIL – CESAR 

manifiesta lo siguiente:  

“Frente a los hechos indica que el Barrio San José fue creado en el año 1976 y 

la Junta de Acción comunal fue constituida el 3/08/1979, según resolución 00997 

del 17/04/1980, expedido por el secretario de Gobierno del Ministerio de 

Gobierno, luego indica que desconocen por completo el predio ubicado en la calle 

2 No. 2-24 del municipio de Becerril y no le consta que la empresa DRUMMOND 

hubiese donado materiales para la construcción de la Fundación San José.” 

 

1. Sorprenden aseveraciones de la ALCALDIA MUNICIPAL DE 

BECERRIL toda vez que si bien es cierto se aporta certificación al 
escrito de tutela que para octubre de 1996 la junta de acción comunal 

adquiere personería jurídica No.000997 autorizada por la secretaria de 

gobierno – división de participación ciudadana y desarrollo comunitario 
del departamento del cesar por medio del presidente del barrio el señor 
POLO GUACANEME Q.E.P.D. 
 

 
2. En cuanto a que desconocen por completo el predio ubicado en la 

calle 2 No. 2-24 del municipio de Becerril manifiesto que no es 
motivo de que un alcalde desconozca un predio donde el va a 

realizar un proyecto ya que al realizar un proyecto se establecen un 
trabajo de campo y revisión del predio donde se va a realizar las 

obras por lo que no es motivo para omitir la violación de los 
derechos fundamentales que acá están vulnerados ya que el alcalde 

no puede estar construyendo predios sin saber de la existencia del 
predio.  

 

3. En cuanto a que no le consta que la empresa DRUMMOND LTD 

hubiese donado materiales para la construcción de la Fundación San 
José, es algo que esta administración pública quiere ocultar ya que 

si bien es cierto no existe documento alguno que certifique o que 

no se aportó en el escrito de tutela pero el despacho en aras de la 



verificación de la misma debió oficiar a la entidad privada 
DRUMMOND LTD sin en realidad quería llegar a la realidad de los 

hechos, (Se adjuntará copia a esta a fin de que se pronuncie).     
 

4. En cuanto a que no fue demostrado las 100 personas beneficiarias 
de la Fundación y los 26 años de servicio, contrario a ello se observa 

la inactividad de dicha fundación, tanto que no ha cumplido con el 

deber de renovar la inscripción. Sobre este punto cabe resaltar que 
a la fecha la fundación se encuentra cerrada ya que arbitrariamente 

fue colocado un candado que prohibieron la entrada a las 
instalaciones y la cámara de comercio se encuentra activa tal y cual 

como consta en el certificado anexo.  
 

5.  En cuanto a que el predio ubicado en la calle 2 No. 2-24 de esta 
localidad fue cedido al municipio de Becerril por la Junta de Acción 

Comunal el 21 de septiembre de 2020 para que sea ejecutado un 
proyecto de interés social, y asegura que “En atención a la cesión 

recibida por parte de la JAC del barrio San José, el alcalde del 
municipio de Becerril mediante Resolución No. 077 del 27 de mayo 

del 2022, declara la propiedad del predio cedido por la JAC del barrio 
San José a favor del municipio de Becerril - Cesar, y así poder dar 

cumplimiento al compromiso adquirido con la comunidad del barrio 

San José y ejecutar el proyecto social esperado por ellos”.  
 

Sobre este punto es claro, para que esto se materialice se debe cumplir a 

cabalidad lo establecido en la ley 2166 de 2021 que establece:  

 

“ARTÍCULO 32. VALIDEZ DE LAS REUNIONES Y VALIDEZ DE LAS 

DECISIONES. Los órganos de dirección, administración, ejecución, control y 

vigilancia de los organismos de acción comunal, cuando tengan más de dos (2) 

miembros, se reunirán y adoptarán decisiones válidas siempre y cuando cumplan 

con los siguientes criterios: 

 

a) Quórum deliberatorio: los organismos de los diferentes grados de acción 

comunal no podrán abrir sesiones ni deliberar, con menos del veinte por ciento 

(20%) de sus miembros; 

 

b) Quórum decisorio: los órganos de dirección, administración, ejecución, control 

y vigilancia, cuando tengan más de dos (2) miembros, se instalarán válidamente 

con la presencia de por lo menos la mitad más uno de los mismos. Si a la hora 

señalada no hay quórum decisorio, el órgano podrá reunirse una hora más tarde 

y el quórum se conformará con la presencia de por lo menos el treinta por ciento 

(30%) de sus miembros salvo los casos de excepción previstos en los estatutos; 

 

c) Quórum supletorio: si no se conforma el quórum decisorio el día señalado en 

la convocatoria, el órgano deberá reunirse por derecho propio dentro de los 

quince (15) días siguientes, y el quórum decisorio sólo se conformará con no 

menos del 20% de sus miembros; 

 

d) Validez de las decisiones: por regla general, los órganos de dirección, 

administración, ejecución, control y vigilancia tomarán decisiones válidas con la 

mayoría de los miembros con que se instaló la reunión. Si hay más de dos 

alternativas, la que obtenga el mayor número de votos será válida si la suma 

total de votos emitidos, incluida la votación en blanco, es igual o superior a la 

mitad más uno del número de miembros con que se formó el quórum 

deliberatorio. En caso de empate en dos votaciones válidas sucesivas sobre el 

mismo objeto, el comité de convivencia y conciliación determinará la forma de 

dirimirlo; 

 



Cabe resaltar que la juez de instancia en su exhaustiva revisión a las 

pruebas aportadas omitiò revisar si en realidad esa cesión del predio se 

hizo de manera legal en cumplimiento del ordenamiento que lo 

establece, ya que esta solo se limitó a valorar las apreciaciones 

establecidas por las accionadas y no entro a detalle como si valoró las 

del accionante., porque esta le requirió a la JAC el quorum de todos los 

que presidieron la reunión y avalaron la cesión del predio?.  

 

Consideramos que la juez de instancia no está centrada y no está decidiendo en 

derecho, lo que se esta solicitando que se tutele que es el DERECHO A LA 

IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, A UNA ADECUADA ACCESIBILIDAD 

Y MOVILIDAD, A LA PROTECCIÓN ANTE SITUACIONES DE RIESGO, AL 

IGUAL RECONOCIMIENTO COMO PERSONAS ANTE LA LEY, AL ACCESO A 

LA JUSTICIA, A LA LIBERTAD Y SEGURIDAD, A LA INTEGRIDAD 

PERSONAL, DIGNIDAD HUMANA y no declarar improcedente el medio 

constitucional de protección a los derechos fundamentales por los medio como 

se adquirió el predio y quien lo suministró, ya que aquí lo que se debate es la 

omisión sin piedad por parte de la administración de querer destruir una 

fundación que presta sus servicios a mas de 100 personas como se observa en 

el escrito inicial donde firman y dan su respaldo los padres de familia de esos 

menores, adolescentes y adultos los cuales se benefician del objeto social de la 

fundación SAN JOSE DE BECERRIL que es el siguiente: 

 

“Fomentar la educación, la rehabilitación y la orientación de las personas 

especiales, el apoyo y protección de niñez con alto grado de marginalidad en el 

municipio, y para el efecto negociar, recibir administrar, gestionar y asignar 

recursos propios nacionales e internacionales destinados a la finalización de 

planes, programas y proyectos por organismos no gubernamentales en forma 

independiente o en convenio con entidades públicas, incluidas aquellas 

actividades para el fortalecimiento de las mismas organizaciones. 

 
podrá desarrollar actividades de investigación, educación, comunicación, 

publicación en los diversos campos del saber con una visión social y humanitaria; 

así como promover y adelantar programas de desarrollo social, todos ellos 

dirigidos a contribuir con el mejoramiento de las condiciones de vida de la niñez 

marginada y las personas con problemas físicos y mentales.” 

 



 
 



 
 

La ALCALDIA MUNICPAL pretende demoler los esfuerzos por 26 años de una 

comunidad encargada de cumplir su objeto social y de especial protección para 

la constitución política como lo son los niños y adultos en estado de discapacidad 

mental y física.  

 
La construcción de una nueva obra por parte de la ALCALDIA MUNICIPAL en 

el cual se  denomina centro de vida para el adulto mayor.  

 

https://www.becerril-cesar.gov.co/noticias/socializacion-de-los-
disenos-creados-para-la-construccion 

 
La situación afecta a una comunidad en general y a todos los niños y adultos en 

estado de discapacidad mental y física de escasos recursos que a ella acuden.  

 

 

 

 

 



➢ SEGUNDA OBJECION AL FALLO QUE DISPUSO LO SIGUIENTE:  

 

El despacho en sus consideraciones expone lo siguiente:  

 

Se aclara que el despacho se esta ocupando de otras áreas del derecho en las 

cuales no tiene jurisdicción para decidir, acá lo que se debate y se reitera es la 

violación de la DISCRIMINACION Y EL DERECHO A LA IGUALDAD por parte de la 

administración municipal al intentar demoler un predio que presta sus servicios 

por más de 26 años, ya que debemos tratar igual a los iguales y desigual a los 

desiguales y en el caso que nos ocupa ambos grupos se encuentran en ese grado 

de especial protección y los entes de control han omitido la especial protección.  

  

 
Ahora bien en cuanto a las apreciaciones del despacho adjunto copia del libro 

contable en el cual se establece la compra del lote para la construcción de la 

fundación, no siendo este un objeto de debate pero si hay que hacerle saber al 

despacho que esta incurriendo en un error grave al extralimitarse en sus 

funciones y en sus deberes del juez constitucional.  

 

Anexo fotografías de lo contrario.  

 

 
 

 

 

 

 



 
(foto del predio que pretenden demoler)  

 

 

Adjunto link de video cargado en you tobe que hasta en los periódicos de alta 

circulación nacional como caracol tv salió enaltecida la fundación lo anterior con 

la finalidad de demostrar con hechos las labores sociales.  

 

https://www.youtube.com/watch?v=3ALFt32otwY&list=RD3ALFt32otwY&index

=2 

 

 

 
 

 

➢ TERCERA OBJECION AL FALLO QUE DISPUSO LO SIGUIENTE: 

 

Sorprende el error del despacho ya que se reitera que el despacho se está 

ocupando de otras áreas del derecho en las cuales no tiene jurisdicción para 

decidir, acá lo que se debate y se reitera es la violación de la DISCRIMINACION 

Y EL DERECHO A LA IGUALDAD por parte de la administración municipal al 

intentar demoler un predio que presta sus servicios por más de 26 años, ya que 

debemos tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales y en el caso que 

nos ocupa ambos grupos se encuentran en ese grado de especial protección y 

los entes de control han omitido la especial protección. 



 
 

 

Según lo anterior cabe resaltar que no existe coherencia entre lo manifestado 

por la ALCALDIA MUNICIPAL ya que inicialmente manifiestan que no tenia 

conocimiento del predio y el alcalde posteriormente realiza la inscripción de la 

ante el registrador público de la Resolucion No 277 del 27 de mayo de 2022, es 

decir acá se está omitiendo se están haciendo los desentendidos con algo que 

es muy delicado, cuando se trata de personas de especial protección que están 

siendo desestimados aun por el operador judicial de instancia. 

  

Se reitera, como la juez se está ocupando de la legalidad de los actos de la junta 

de acción comunal, no se observa y no se aportan estatutos donde se establecen 

los lineamientos para tomas decisiones (ley comunal ley 2166 de 2021) de esto 

también debió ocuparse la juez de instancia, ya que en este caso decidió 

apartarse indirectamente de lo que se está solicitando, y del cual tiene pleno 

conocimiento por que la acción de tutela es clara, se está evadiendo la 

responsabilidad constitucional que le recae, ya que la suscrita esta en un estado 

de indefensión.  

 

SE ADJUNTA COPIA DEL LIBRO DE ACTAS DONDE A FOLIO 26 DEL 

PRESENTE ESCRITO SE ENCUENTRA EL ACTA No 3 DONDE SE INICIA LA 

CONSTRUCCION DE LA FUNDACION.  

 

 



 
 



 
 

 

 

 

 

 

 

 



➢ CUARTA OBJECION AL FALLO QUE DISPUSO LO SIGUIENTE: 

 

 
 

Cabe resaltar que el despacho no valoró las pruebas objetivamente ya que a 

folio 10 de la acción de tutela se observan las 86 firmas identificado con nombres 

y cedulas y teléfono que ya fueron aportadas en el escrito inicial y que la juez 

odbio tal situación de contacto donde se puede verificar su identidad y de las 

cuales son personas que reciben el apoyo de la fundación desde su fundación.  

 
 



 



 
 

 En el caso que nos ocupa por mandato legal y con base a los derechos 

fundamentales consagrados en nuestra carta como los derechos fundamentales 
DERECHO A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, A UNA ADECUADA 
ACCESIBILIDAD Y MOVILIDAD, A LA PROTECCIÓN ANTE SITUACIONES 

DE RIESGO, AL IGUAL RECONOCIMIENTO COMO PERSONAS ANTE LA 
LEY, AL ACCESO A LA JUSTICIA, A LA LIBERTAD Y SEGURIDAD, A LA 

INTEGRIDAD PERSONAL, DIGNIDAD HUMANA afectado por la ALCALDIA 
MUNICIPIO DE BECERRIL, PRESIDENTE JUNTA DE ACCIÓN COMUNCAL 
DEL BARRIO SAN JOSE - JHON MARIO RAMIREZ - PERSONERIA 

MUNICIPAL DE BECERRIL 

La acción de tutela como mecanismo preferente y sumario está diseñada para 

la salvaguarda de las garantías ius fundamentales de los asociados, en principio 

la Corte Constitucional concibió en la interpretación del artículo 86 de la Carta 

Política, que ésta solo tenía cabida en aquellas afectaciones de derechos 

fundamentales cuyos agravios sean por acciones u omisiones que hayan sido 

directas o sufridas en los accionantes, proveniente de trasgresiones que no 

implican que estén enmarcadas en actos jurídicos.  

• Me permito traer a colación aparte de  la SENTENCIA T-171/94 que 

dispone lo siguiente:  



La función del Juez de Tutela es una función delicada y seria, que no puede 

limitarse simplemente a la evacuación formal de fallos sino que requiere el 

elemento sustancial de una plena conciencia sobre los hechos planteados y 

acerca de las normas constitucionales aplicables, para lograr así, mediante la 

administración de una justicia eficaz, que se hagan realidad en los casos 

específicos los mandatos generales del Constituyente. El juez no puede acudir a 

interpretaciones superficiales de la normatividad para despachar sin mayor 

análisis las solicitudes de protección que ante él presentan quienes consideran 

que sus derechos han sufrido afrenta o que se encuentran en peligro. Factor 

esencial para el logro de los fines propuestos por la Carta es el análisis 

ponderado y responsable de las situaciones que se someten al juzgamiento y la 

aplicación efectiva de la normatividad superior para que se pueda hablar de una 

verdadera administración de justicia constitucional. La conducta contraria hace 

responsable al juez por omisión y compromete de manera grave el papel que ha 

sido señalado en cabeza de la Rama Judicial, precisamente por la confianza que 

en ella depositó la Constitución. 

• Sentencia T-131/06 

 Cuando de la vulneración de un derecho fundamental en concreto se derive un 

perjuicio sobre un grupo humano especifico, será procedente la acción de tutela 

como mecanismo para remediar la situación creada por el particular teniendo en 

cuenta que la misma sería patológica frente a los derechos y libertades 

individuales y respecto de principio o valores plurales o, inclusive generales. 

POR TAL RAZÓN CONSIDERAMOS QUE ES POSIBLE QUE LA AFECTACIÓN 

A DERECHOS FUNDAMENTALES DEPENDA DEL NO RECONOCIMIENTO DE 

LA PRESTACIÓN ECONÓMICA, Y, EN CONSECUENCIA, HAGA 

INDISPENSABLE LA INTERVENCIÓN DEL JUEZ CONSTITUCIONAL”.  

 

CON RELACION A LA DISCRIMINACIÓN. 

 

La Corte definió la discriminación en la sentencia T- 098 de 1994 como:  

 

“un acto arbitrario dirigido a perjudicar a una persona o grupo de personas con 

base principalmente en estereotipos o perjuicios sociales, por lo general ajenos 

a la voluntad del individuo, como son el sexo, la raza, el origen nacional o 

familiar, o por razones irrelevantes para hacerse acreedor de un perjuicio o 

beneficio como la lengua, la religión o la opinión política o filosófica (...) El acto 

discriminatorio es la conducta, actitud o trato que pretende - consciente o 

inconscientemente - anular, dominar o ignorar a una persona o grupo de 

personas, con frecuencia apelando a preconcepciones o prejuicios sociales o 

personales, y que trae como resultado la violación de sus derechos 

fundamentales, también dijo que Constituye un acto discriminatorio, el trato 

desigual e injustificado que, por lo común, se presenta en el lenguaje de las 

normas o en las prácticas institucionales o sociales, de forma generalizada, hasta 

confundirse con la institucionalidad misma, o con el modo de vida de la 

comunidad, siendo contrario a los valores constitucionales de la dignidad 

humana y la igualdad, por imponer una carga, no exigible jurídica ni 

moralmente, a la persona”. La finalidad de su prohibición es impedir que se 

menoscabe el ejercicio de los derechos a una o varias personas ya sea negando 

un beneficio o privilegio, sin que exista justificación objetiva y razonable. De otra 

manera, efectuar un trato desigual conlleva una vulneración general, manifiesta 

y arbitraria de la Constitución, momento en el cual el juez constitucional debe 



efectuar un análisis  con el objetivo de establecer sus causas y, como 

consecuencia, definir la irregularidad. 

 

1. CON RELACION A LA IGUALDAD. 

 

La Corte ha determinado que la igualdad es un concepto multidimensional pues 

es reconocido como un principio, un derecho fundamental y una garantía. De 

esta manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) 

formal, lo que implica que la legalidad debe ser aplicada en condiciones de 

igualdad a todos los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) material, en el sentido 

garantizar la paridad de oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición 

de discriminación que implica que el Estado y los particulares no puedan aplicar 

un trato diferente a partir de criterios sospechosos construidos con fundamento 

en razones de sexo, raza, origen étnico, identidad de género, religión y opinión 

política, entre otras. 

 

La discriminación puede revestir diversas formas. En efecto, es directa cuando 

se establece frente a un sujeto determinado un tratamiento diferenciado, 

injustificado y desfavorable, basado en criterios como la raza, el sexo, la religión, 

opiniones personales, entre otras. La discriminación es indirecta cuando de 

tratamientos formalmente no discriminatorios, se derivan consecuencias fácticas 

desiguales para algunas personas, lo que produce lesiones y vulneraciones de 

sus derechos fundamentales o limitan el goce de los mismos. En ese sentido, las 

medidas neutrales en principio, no implican factores diferenciadores entre las 

personas, pero producen desigualdades de trato entre unas y otras. 

 

SENTENCIA T 030 DE 2017. 

 

La igualdad en el ordenamiento constitucional y la prohibición de la 

discriminación 

 

 32. La Corte ha determinado que la igualdad es un concepto multidimensional 

pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental y una garantía 

[79]. De esta manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres 

dimensiones: i) formal, lo que implica que la legalidad debe ser aplicada en 

condiciones de igualdad a todos los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) 

material, en el sentido garantizar la paridad de oportunidades entre los 

individuos[80]; y, iii) la prohibición de discriminación que implica que el Estado 

y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de criterios 

sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen 

étnico, identidad de género, religión y opinión política, entre otras. 

  

De igual forma, esta Corporación ha expresado que este postulado tiene un 

contenido que se concreta en el deber público de ejercer acciones concretas, 

destinadas a beneficiar a grupos discriminados o marginados de manera 

sistemática o histórica, a través de prestaciones particulares o cambios en el 

diseño institucional (acciones afirmativas) [81]. 

 

 33. En consecuencia, están prohibidas las distinciones que impliquen un trato 

distinto no justificado, con la capacidad de generar efectos adversos para los 

destinatarios de las normas o conductas que las generan, quienes no están 

obligados a soportar ese déficit de protección [82]. 

 

Ahora bien, la Corte ha expresado que el examen de validez constitucional de 

un trato diferenciado entre dos sujetos o situaciones (tertium comparationis), 

consiste en determinar si el criterio de distinción utilizado por la autoridad 



pública o el particular fue usado con estricta observancia del principio de 

igualdad (artículo 13 C.P), a través de un juicio simple compuesto por distintos 

niveles de intensidad (débil, intermedio o estricto) que permiten el escrutinio 

constitucional de la medida. En otras palabras, se trata de una escala de 

intensidades que permiten la verificación de la aplicación del principio de 

igualdad, en una determinada actuación pública o privada. 

 

el test estricto de igualdad: surge cuando las clasificaciones efectuadas se 

fundan en criterios “potencialmente discriminatorios”, como son la raza o el 

origen familiar, entre otros (artículo 13 C.P.), desconocen mandatos 

específicos de igualdad consagrados por la Carta (artículos 19, 42, 43 y 53 

C.P.), restringen derechos a ciertos grupos de la población o afectan de 

manera desfavorable a minorías o grupos sociales que se encuentran en 

condiciones de debilidad manifiesta (artículos 7º y 13 C.P.)  

Con fundamento a todas las consideraciones fácticas, legales y jurisprudenciales 

que trasgredió la accionada obrando de mala fe solicito se concedan los 

siguientes amparos constitucionales.  

 

De conformidad con los hechos narrados anteriormente ante este Juzgado se 

revoque la sentencia y se proteja el DERECHO A LA IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN, A UNA ADECUADA ACCESIBILIDAD Y MOVILIDAD, A 
LA PROTECCIÓN ANTE SITUACIONES DE RIESGO, AL IGUAL 

RECONOCIMIENTO COMO PERSONAS ANTE LA LEY, AL ACCESO A LA 
JUSTICIA, A LA LIBERTAD Y SEGURIDAD, A LA INTEGRIDAD PERSONAL, 

DIGNIDAD HUMANA de los niños, niñas y adultos discapacitados usuarios de 
la FUNDACION SOCIAL SAN JOSE DE BECERRIL  

 

Como consecuencia de todos los amparos antes descritos ordenar a la ALCALDIA 
MUNICIPAL DE BECERRIL - CESAR, reubicar el proyecto centro de vida para el 

adulto mayor ya que de demoler la edificación de la FUNDACION SOCIAL SAN 
JOSE DE BECERRIL trasgrede claramente los derechos del accionante y sus 
usuarios que están debidamente demostrados en los hechos y documentos 

anexos. 
 

PRUEBAS: 
 

Solicitamos se tenga como tales las siguientes: 
 

1. Copia del libro de actas donde consta la construcción de la fundación.  

 
 

NOTIFICACIONES: 
 

1. El  accionante la calle 2 # 2-24 Barrio San José Becerril (Cesar) y en el  E 

mail  fundacionsanjosebecerril@gmail.com  
 

2. El Accionado ALCALDIA DE BECERRIL Calle 10 No. 6 - 84 Edificio Lisímaco 
Machado Arce email notificacionjudicial@becerril-cesar.gov.co 

 

3. A la personería municipal de becerril Calle 10 No. 6 - 28 Centro 
Administrativo Municipal "CAM" Becerril Cesar 

notificacionjudicial@personeria-becerril.gov.co 
 

4. A la junta de acción comunal barrio San José – Becerril cesar en Calle 10 

No. 6 - 84 Edificio Lisímaco Machado Arce email 
notificacionjudicial@becerril-cesar.gov.co 

 
 
 

mailto:notificacionjudicial@becerril-cesar.gov.co
mailto:notificacionjudicial@personeria-becerril.gov.co
mailto:notificacionjudicial@becerril-cesar.gov.co


 

Atentamente, 
 

 
________  ___________________ 
ELIZABETH BALLESTERO MEJIA 

CC: 36.518.465 Expedida en Becerril – Cesar 

Representante legal FUNDACION SOCIAL SAN JOSE DE BECERRIL 
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